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e on cierta frecuencia la inmigración ilegal , y recientemen­
te la lega l, ocupan un primer plano en la agenda de la pol í­
tica estadounidense como la causa de una serie de calami­

dades. El té rmino suele emplearse en el marco de algún tipo de 
"crisis": la inmigración ilegal es una "invasión silenciosa" que 
amenaza la " seguridad nacional", una "pérdida del control de 
las fronteras" y una carga para los contribuyentes, pues los ex­
tranjeros il ega les abusan de la seguridad soc ial y otros benefi­
cios públicos financiados con impuestos.Algunos grupos de opi­
nión sos tienen que la inmigrac ión ilegal deprime los sa larios y 
eleva e l desempleo de los trabajadores nativos, o bien que se vin­
cul a con el narcotráfico y la infiltrac ión terrorista y que por tanto 
constituye una amenaza para la seguridad y los valores nacio­
nales. 

Las dificultades económicas de los primeros años del dece­
nio de los setenta (la crisis petrole ra , la elevada tasa de desem­
pleo , la recesión económica) orientaron los reflectores hacia la 
inmigración ilegal , a la que se le atribuyeron los problemas eco­
nómicos y la falta de empleo. En 19771a afluencia de inmigrantes 
ilegales a través de la frontera entre Estados Unidos y México 
generó por primera vez un millón de detenidos, más de 80% 
mexicanos. El Servicio de Inmigrac ión y Naturalizac ión (INS por 
sus siglas en inglés) interpretó este número crec iente de deten­
ciones como e l indicio de una crisis. 

En su informe de 198lla Comisión Selecta de Estados Uni­
dos para la Política de Refugiados e Inmigración definió el "pro­
blema" o la "crisis" de la inmigración de la siguiente manera: 
"Estados Unidos se encuentra en la ambigua posición de respetar 
las leyes como una piedra angular de la sociedad y al mismo tiem­
po negarse a dar prioridad al cumplimiento de las leyes de in­
mig ración. Mientras no se asuma un compromiso más real para 
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hacerlas cumplir, la inmigración ilega l seguirá socavando los 
ideales más prec iados de es ta nación : la integ ridad de la ley y la 
dignidad fundamental de l individuo . El deterioro de los valo­
res nacionales representa la peor amenaza para la soc iedad es­
tadounidense, no el desplazamiento de sus trabajadores ni e l uso 
de los serv ic ios soc iales por parte de los indocumentados [ .. . ] 
Nadie niega que los ideales nacionales también peligran" .1 

De 198 1 a 1982 el número de detenciones di sminuyó , pero 
la afluencia masiva de cubanos (los marielitos) , junto con re­
fugiados haitianos , sa lvadoreños y nicaragüenses que huían de 
su país, dio lugar a que los as untos migratorios dejaran el ám­
bito de la política interna para convertirse en una cuestión de se­
guridad nacional . La opinión pública estadounidense interpre­
tó e l arribo masivo de refug iados a sus costas como una virtual 
invas ión ex tranjera frente a la cual e l gobierno federal no podía 
responder. A partir de 1983 e l flujo de inmigrantes ilegales au­
mentó hasta alcanzar en 1986, cuando entró en vigor la Im­
migration Reform and Control Act (IR CA), una c ifra sin prece­
dente : el INS informó de la detención de 1.8 millones de ilega les 
en la frontera sur de l país. Organizaciones como la Federation 
for American Immigration Reform (FA IR) sostenían que el in­
cremento y la composición de los flujos migratorios (latinoame­
ricanos y asiáticos) representaban una amenaza para la estabi-
1 idad social de entidades como California y Texas, que hacia fines 
de siglo podrían convertirse en los " primeros estados terce rmun­
distas de Estados Unidos". Otras organizaciones advirtieron que 
la presencia de inmigrantes convertiría el suroes te en una sacie-

1. Manue l García y Griego , " Employer Sanctions: Political Appeal , 
Admini strati ve Dilemmas", e n Wayn e A. Corne liu s y Ricardo An­
za ldúa (eds .), America 's New lmmigra tion Law: Origins , Rationa/es 
and Poten tia / Consequences , Center for U .S.-Mexican Studies, Uni­
vers idad de Ca liforni a en San Diego , 1983, pp. 58-59 . 
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dad cada vez más bilingüe , amenazando la identidad nacional 
y los valores estadounidenses.2 

La política de inmigración de Estados Unidos incluye dispo­
siciones que constituyen actos políticos , de carácter básicamente 
simbólico, orientados a conciliar opiniones e intereses contra­
rios , no a so lucionar disputas. La razón de ser de muchas medi­
das jurídicas se encuentra en la necesidad del Estado de resol­
ver o prevenir conflictos, equilibrando los intereses que surgen 
de "contradicciones fundamentales de la política económica" .3 

Algunos es tudiosos argumentan que la Administración de Se­
guridad e Hig iene Ocupacionales (OSHA, por sus s iglas en in­
g lés) es un ejemplo de acc ión simbólica, pues s i bien ha conci­
liado problemas laborales no ha tenido efectos importantes en 
las condiciones de trabajo . Kitty Calavita sostiene que mediante 
la creación de la OSHA el presidente Nixon pretendía recibir el 
apoyo político de la fuerza laboral organizada en las elecciones 
presidenciales de 1972,al tiempo que tranquilizaba al sector em­
presarial asegurando que "no propondría normas polémicas du­
rante los cuatro años de su gobierno" .4 La falta de financiamiento 
por parte del Congreso y la congelación de las contrataciones 
en 1974determinaron el "avance lento" de la OSHA . Sin embar­
go,como dijera un representante de los trabajadores , " la Ley [que 
creó la OSHA] ha mejorado la percepción de los trabajadores so­
bre su s ituación , aunque no ha hecho gran cosa por mejorarla" .5 

Las medidas políticas consideradas simbólicas se justifican 
por la firme convicción de la opinión pública de que "es preci­
so hacer algo" respecto a problemas específicos. Así, muchas 
acciones responden a las creencias o percepciones populares, 
sin importar si son precisas o no . Ello abona el terreno para las 
políticas s imbólicas porque las ideas , también políticas, no tie­
nen que ser "ciertas" ni comprobables de manera empírica; sólo 
necesitan inculcarse con acciones a menudo simbólicas. 

La crisis mig ratoria de los ochenta condujo al gobierno es­
tadounidense a adoptar medidas más estrictas. Al país le con­
venía fortalecer su imagen de nación capaz de controlar sus fron­
teras, proteger su soberanía y cerrar la puerta a los extranjeros 
indeseables. El flujo de ilegales se consideraba una amenaza na-

2. Otis Graham , "Immigration and the National Interest" ,en David 
E. Simcox (ed .), U.S. lmmigrarion inrhe 1980 's. Reappraisal and Re­
form, Westview Press, Boulder. 1988, pp. 124- 136; Samuel T. Francis, 
"IIIegal Immigration: A National Threat" , Conflict Studies, núm. 129 , 
octubre de 1986:Aian K. Simpson,copatrocinadorde la iniciativa de 
la ley Simpson-Mazzoli (que más adelante, en 1986 , se convertiría en 
la Simpson-Rodino o IRCA), manifestó durante la presentación de la 
iniciativa ante el Congreso: "Si el lenguaje , la cultura y el separatismo 
se elevan a cierto nivel, la unidad y la estabilidad política de la nac ión 
se deteriorarán gravemente al paso de los años. Un lenguaje común y 
un núcleo cultural que nos permite compartir determinados valores, 
creencias y cos tumbres es lo que nos di stingue como <<es tadouni ­
denses»". Citado por James D. Cockfort , Ourlaws in th e Promised 
Land, M ex ican lmmigrant Work ers and Ame rica 's Fu tu re, Gro ve 
Press. Nueva York , 1986 , p. 222. 

3. Murray Ede lman, The Symbolic Uses of Politics , University of 
Chicago Press, 1964, p. 87. 

4. Kitty Calavi ta, "The Demise of the Occupational Safety and 
Health Admi nistration" ,Social Problems, 30 de abril de 1983, pp. 437-
448. 

5 . !bid, p. 440. 
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cional que se debía desalentar y sobre todo combatir. Cobró fuer­
za la idea de que el país estaba "perdiendo e l control de sus fron­
te ras" y el público ex ig ió atención y so lución inmediatas, como 
lo demuestran numerosas encuestas de opinión .6 La e ntrada en 
vigor en 1986 de la IRCA (Ley Simpson-Rodino), primer intento 
federa l por restringir y controlar la inmigración ilegal , fu e la cul ­
minación de la creciente inquietud por ese fenómeno. 

AcciONES PARA DETENER LA CONTRATACIÓN 

DE ILEGALES 

A principios de 1940 los agricultores de California, Texas y 
Arizona revelaron la escasez de mano de obra; en 1941 so­
licitaron inútilmente la autorización del INS para contra­

tar trabajadores mexicanos . En 1942, cuando Estados Unidos 
entró a la segunda guerra mundial , e l INS integró una comisión 
para analizar la posibilidad de emprender un programa de im­
portación de trabajadores mexicanos para abatir la escasez de 
fuerza de trabajo derivada de la movilizac ión militar.7 En abril 
de ese año Estados Unidos y México firmaron un acuerdo bila­
teral conocido como el Programa Bracero . Un año después cas i 
60 000 trabajadores mex icanos laboraban en s uelo estadouni­
de nse.8 

En octubre de 1945 algunos congresistas de los estados donde 
se contrataba mano de obra mexicana, el Secretario de Agricul­
tura y los representantes agrícolas solicitaron una extensión del 
Programa Bracero, arguyendo que los trabajadores estadouni­
denses no estaban dispuestos a desempeñar las labores que rea­
lizaban los mexicanos . Sin embargo, ell5 de noviembre de 1946 
el Departamento de Estado notificó al gobierno mexicano su 
determinación de dar por terminado e l acuerdo en un plazo de 
noventa días .Ante la presión de los patrones, el Congreso aprobó 
en abril de 1947 una ley que prorrogaba e l acuerdo hasta el 3 1 
de diciembre de ese año.9 Más adelante el acuerdo se extendió 
hasta 1952. 

Durante la guerra de Corea,el gobierno mexicano endureció 
su postura en las negociaciones ante el propósito estadounidense 
de ampliar la duración del Programa Bracero. México solicitó 
al Congreso de Estados Unidos crear un marco formal para di­
cho Programa a fin de penalizar a los empleadores estadouni­
denses que contrataran a trabajadores mex icanos indocumen-

6. Información más amplia sobre la opinión de negros e hi spanos 
sobre los efectos de la inmigración ilega l en el mercado laboral y la 
importancia de que la inmigrac ión sea una prioridad nac ional se en­
cuentra en las di versas encuestas presentadas por Jacquelyne Johnson 
Jackson, "Seeking Common Ground for B lacks and 1 mmigrants", en 
David E Simcox (ed .), o p. cit ., pp. 92-103. 

7. Manuel García y Griego, Th e Importar ion ofMexican Contraer 
Laborers ro the Unired States, 1942- 1964. Antecedents, Operarion and 
Legacy, Program in the United States-Mexican Studies, Uni versidad 
de California , 198l ,p. l 3. 

8. Ernesto Galarza, Merclwnts of Labor: Th e Mexican Bracero 
Srory, McNally y Loftin , Charl ot te, 1964, p. 54; Eras mo Gamboa. 
Mex ican Labor and World War 11: Braceros inthe Pacific Norh1ves t, 
1942- 1947. University ofTexas Press,Austin , 1990 . 

9. Ernesto Galarza, o p. cit . , pp . 48-49 
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tactos. En 195l los senadores Douglas, Morse y Humphrey tra­
taron de reformar la sección 984 (que después se convertiría en 
la ley 78 de orden público, conocida como Ley McCarran­
Walter) para responder a las exigencias mexicanas y a las reco­
mendaciones de la Comisión sobre Mano de Obra Migratoria . 

De acuerdo con la reforma del senador Douglas , "incurrirá 
en un delito toda persona que dé empleo a un extranjero mexi­
cano[ ... ] a sabiendas de que entró a Estados U nidos de manera 
ilegal o que tenga motivos suficientes para creer o sospechar que 
entró de modo ilegal , o bien que después de investigar haya po­
dido comprobarlo y no lo informe de inmediato a un oficial de 
inmigración" .10 

Aunque el Senado la aprobó, esa reforma se e liminó de la 
iniciativa de ley presentada por el presidente de la Comisión de 
la Conferencia, el demócrata de Luisiana Allen Ellender, quien 
representaba los intereses de los agricultores. El gobierno mexi­
cano siguió presionando, pues la versión final de la sección 984 
no incluía castigo alguno para los patrones que ocuparan traba­
jadores ilegales; en consecuencia, la parte mexicana decidió que 
las cond iciones no eran propicias para renegociar otra prórro­
ga del Programa Bracero. La reforma Douglas se remplazó con 
una iniciativa de ley del senador Kilgore, que sólo consideraba 
ilegal "encubrir , transportar y ocultar" a extranjeros indocu­
mentados . La delegación texana introdujo la Texas Proviso (la 
Cláusula Texas) , que estipulaba: "Para los efectos de esta sec­
ción ,dar empleo (incluso las prácticas acostumbradas y normales 
inherentes al mismo) no se considerará encubrir" .11 Supuesta­
mente se buscaba proteger a los patrones "no informados" de la 
posibilidad de ser procesados de conformidad con la reforma 
Kilgore . El elemento clave era si "dar empleo a sabiendas" se 
interpretaría como encubrimiento . Al final , la reforma se inter­
pretó de la manera siguiente: "La Comisión propone una excep­
ción específica en cuanto a la contratación. Estipula , de mane­
ra explícita,que dar empleo no constituye un encubrimiento . En 
otras palabras, de acuerdo con la propuesta de la Comisión, no 
es ilegal que un patrón contrate voluntariamente a un espalda 
mojada a sabiendas de que se ha internado ilegalmente en Esta­
dos Unidos". 12 

A pesar de esa cláusu la (o quizá debido a ella), la reforma se 
aprobó. El presidente Truman y varios congresistas sostuvieron 
que de no haberse aprobado la reforma , podrían haberse dete­
nido las negociaciones con el gobierno mexicano. El Programa 
Bracero estaba a punto de expirar y Estados Unidos consideró 
necesario ampliar su vigenc ia a raíz de la guerra de Corea . 

A finales de los sesenta retomaron fuerza los intentos de in­
troducir en la legislación federal sanciones económicas a los 
patrones que contrataran indocumentados . Después de una se­
rie de sesiones del Congreso se concluyó que la presencia de 
inmigrantes indocumentados no se limitaba al sector agrícola. 
En 1972 y 1973 la Cámara de Representantes aprobó leyes que 

10 . E .P. Hutchinson,Legislative History ofAmerican lmmigration 
Policy, University of Pennsylvania Press , Filade lfia, 1981 , pp. 302-
303. 

11. Kitty Calavita, /nside the State.The Bracero Program, Immi­
gration and the IN S, Routledge, Chapman y Hall , Londres, 1992 , p. 5. 

12. Ibid. , p.69. 
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prohibían la contratación de extranjeros ilegales , pero esas ini­
ciativas las obstaculizó el senador James Eastland, presidente 
de la Comisión de Agricultura , argumentando que los empresa­
rios agríco las temían que las medidas incrementaran el precio 
de la mano de obra y que la legislación propuesta no les garan­
tizaba mano de obra de temporada .13 

A principios de los setenta varios estados aprobaron inicia­
tivas relacionadas con la imposición de sanciones a los patro­
nes . Algunos funcionarios federales y estatales exigían detener 
la inmigración ilegal aduciendo que los indocumentados des­
plazaban a los trabajadores legales, deprimían los salarios y re­
presentaban una carga para los contribuyentes porque aprove­
chaban los beneficios de la seguridad pública. En un ambiente 
político y social que concebía el control de la inmigración como 
una estrateg ia válida para disminuir los problemas económicos, 
se iniciaron acciones jurídicas para impedir que los ilegales tra­
bajaran en Estados Unidos. 

En 1971 el gobernador de California , Ronald Reagan, firmó 
la iniciativa de ley Arnett, que declaraba ilegal la contratación 
a sabiendas de trabajadores indocumentados. Originalmente la 
iniciativa establecía que los patrones debían verificar la legali­
dad de sus futuros empleados solicitándoles otros documentos 
además de la tarjeta del seguro social. Los legis ladores no apro­
baron esta versión de la iniciativa porque no estaban dispues-

13. Elizabeth Midgley , " Immigrants and the Labor Market: Histori­
cal Perspectives and Curren! Issues", en Demetrios G. Papademetriu 
y Mark J. Miller (eds.), The Unavoidable /ssu e: U. S.lmmigration 
Policy inthe / 980s, Institute for the Study ofHuman Issues, Fi ladelfia , 
1983,pp. 7 1-92 . 
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tos a participar en un proceso de "acoso contra los patrones" . La 
Conferenc ia de la Asoc iac ión de Patrones de California se opuso 
radicalmente a la ve rs ión orig ina l porque " no debía correspon­
der al agricultor rea liza r una in ves ti gació n ex haustiva sobre los 
antecedentes de las personas que buscan e mpleo"; el Nursery­
men 's Exchange hi zo saber a la Asamblea Estata l que "se apre­
c iaría no introducir leyes que pudieran eliminar la mano de obra 
no reside nte e n e l es tado" .14 

Los agricultores de California des tacaban la neces idad de con­
tratar trabajadores indocume ntados , inquietud que la leg islatura 
del estado tomó en cuenta cuando aprobó la leg is lac ión. De esa 
manera , la vers ió n fina l ele la iniciati va de ley Arnett, e n espe­
cial la secc ión 2805a del código de trabajo , quedó ele la s iguiente 
manera: "Ningún patrón contratará a un ex tranjero cuando sabe 
que és te no ti ene derecho a residir legalme nte en Es tados Uni­
dos si el empleo puede afectar de manera negativa a los residen­
tes legales" .15 No se aclaraba, empero , qué condiciones debían 
concurrir para determinar esos efec tos negati vos ni quién lo 
haría. Además, la inicia ti va de ley no autori zó la entrada e n vi­
gor de dicha sección 

En California , con base e n esa ley, pocos casos ll egaron a los 
tribunales; en dos ele e llos la Supre ma Corte de l es tado negó la 
audienc ia, mientras que otro fu e rechazado s in un di c tame n por 
escrito. Por último , la Corte de Apelaciones de Californ ia reafir­
mó la inconstitucionalidad ele la ley Arnett porque la C láus ul a 
Texas de 1952 autorizaba explíci tame nte la contratación de tra­
bajadores indoc umentados. Portanto , ele acuerdo con el fallo de 
la Corte , la sección 2805 de l código del trabajo de Californi a 
e ntraba e n conflic to con " las leyes y la política nacionales". 
Aunque la legis lac ión de California resultó inefic az para redu­
c ir la afluencia de inmigrantes indocumentados , sirvió para otros 
propósitos políti cos: trasmitió un mensaj e en cuanto a que " re­
produjo una es tructura de creenc ias sobre e l papel de los inmi­
grantes en la cri s is econó mi ca y s irvió simbólicamente como un 
an unc io de que la leg islatura de California era sensible a los in ­
tereses de los agri cultores" .16 

Después de que Ca liforn ia adoptó e n l 97 llas sanc iones a los 
patrones que contrataban trabajadores ilega les, once es tados y 
una ciudad s igui eron su ej emplo : Connecticut , Delaware , Flo­
rida , Kansas, Maine ,Massachusetts, Montana , New Hampshire , 
Nueva Jersey , Vermon t , Virginia y la c iudad de Las Vegas. Sin 
e mbargo, un es tudio sobre los efectos de las sanciones en esos 
lugares reve ló que és tas no ev itaban que los patrones contrata­
ran inmig rantes il ega les por va rias razones : las autoridades en­
juiciaban a mu y pocos infractores y lograban aún menos fallo s 
conde natorios; la ap licac ión de las sanc iones económ icas e ra 
cons iderada como de menor prioridad , pues e l gobierno fede­
ral no apoyaba de mane ra exp líc ita la aplicac ió n el e este tipo de 
med idas , y los tribuna les no es taban di spuestos a dejar a los es-

14. Kitty Ca lav ita. Caltfom ia 's "Í:III¡J!oyers Sane1ions" Tit e Case 
ofthe Disappearing La 11 ', Ce nter for U .S .-Mex ican Studi es. Uni versity 
ofCa li forn ia en San Diego . La Joll a. J 982. p. 33 . 

15. /b id. , p. 3. 
16. Kitty Ca lav ita. "Employe r Sanction Leg islat ion in th e United 

S tates: lmpl ications for Immigrat ion Poi icy··. en Cornelius y Anza ldúa 
(ed.). op. cit., p.76. 
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tactos la responsabilidad de ap li car la política federal de inmi­
gración. 17 

La IRCA de 1986, conocida como Ley Simpson-Rodino , es 
la prime ra legis lación federal que califica de ilega l la contrata­
ción a sabiendas ele ex tranjeros indocumentados. La sección 101 
(con trol ele la contratación ilega l de extranjeros) estab lece que 
los patrones deben pedir a los empleados nuevos que demues ­
tren con documentos su identidad y e leg ibilidad para trabaj ar en 
Estados Unidos; los patrones deben lle nar y firmar la forma I-9 
(Forma de Verificación de E legibi lidad para el Empleo) para cada 
nueva con tratación y conservar copia ele estos documentos . 

De acuerdo con esa secc ión de la IRCA, los patrones cumplen 
con la ley al verificar que e l empleado no sea un extranjero in ­
documentado "s i e l docume nto le parece auténtico de manera 
razonable; si una persona presenta uno o varios varios documen­
tos al parecer auténticos y sufic ie ntes para cumplir con los re­
quisitos de la secció n , nada de lo contenido en este párrafo debe 
interpretarse como que la persona o la entidad de ba solicitar la 
presentación de cualquier otro doumento o como que e l indivi ­
duo deba presentar tal documento" .18 

Por tanto , los patrones que demuestren cumplir de buena fe los 
requisitos habrán "es tablecido una defensa afirmativa de que la 
persona o la entidad no han violado" la leg is lación . En caso de 
que los patrones sean c ulpabl es de contratar inmi gran tes a 
sab iendas de que son il egales, la sección 1 O 1 espec ifica que al 
determinar el monto de la multa "debe cons iderarse el tamaño del 
negoc io del patrón acusado , su buena fe, la gravedad de la viola­
ción - independientemente de que el individuo sea o no un extran­
jero indocumentado-y antecedentes de infracciones anteriores" .19 

En última instanc ia , es muy difíci l demostrar que los patro­
nes han contratado trabajadores indocumentados con conoci­
miento de causa; los patrones sólo deben examinar uno o varios 
documentos, sostener de manera convince nte que les parecie­
ron auténti cos y hacer alg unas copias y conservarlas. Estas ac­
c iones con las que cumplen con la ley constituyen, por tanto , la 
defensa del patrón en caso de una inspección del INS. Sin em­
bargo, que los patrones c umplan con la ley no significa que no 
contrate n inmig rantes ilegales ni que se alcance la meta última 
de la ley, s ino tan só lo que se acata n sus disposiciones. 

Rec ientemente e l asunto de los flujos de ilegales ha recibi­
do mucha atenc ión por parte de los medios de comunicación , y 
la op_inión pública considera que la nación vive otra "crisis de 

17. Carl E. Schwarz, "Employer Sanctions Laws, Worker Identi ­
fica ti on Systems, and Undocumented Ali ens: The State Experience 
and The Federa l Proposal s", Stanford Journa/ of ln ternat ional Law , 
vol.l 9, num. 2,veranode 1983, pp. 37 1-407. 

18. Congreso de Estados Un idos, lmm igration Refonn and Contro l 
Act of 1996 . Ley del orden públi co 99-603. Congreso 99 , segunda 
ses ión, 1986, secc ión 1200 , p. 3. Las cursivas son del autor. Los docu­
mentos qu e pueden es tab lecer la autori zación de empleo y la identidad 
so n: pasaporte es tadounidense , certifi cado de ciudadanía, certifi cado 
de naturali zación , pasaporte ex tranjero vigente si tiene visa de trabajo , 
tarjeta de res idente ex tranjero o ac ta de nac imiento de Estados Unidos. 
Los documentos que es tabl ecen la identidad del indi viduo son exc lu ­
siva mente los siguientes: licencia de manejo o documentos si mil ares 
ex pedidos por el Es tado si tienen foto grafía. 

19. Ibid.,p.9. 
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inmigración" .20 Hac ia mediados de los ochenta en California , 
Texas y Florida la inmigrac ión ha alimentado el debate político 
y se ha convertido en un asunto importante en la carrera por las 
gubernaturas . En 1995 el problema ele la inmigración legal e ilegal 
pasó a formar parte de las campañas para gobernadores . En este 
sentido , el gobernador de California, Pete Wilson , adoptó una po­
sición drástica durante su campaña para reeleg irse : presentó al­
ternativas políticas para de te ner la a flue ncia ele inmigrantes 
indocumentados. Su campaña se orientó princ ipalmente a la in­
migrac ión ilegal y el instrumento central para detene rla fue la 
Propuesta 187: S .o .S . (S ave Our S tate, sal vemos nuestro estado). 

El 25 de abril de 1944 Wil son anunc ió que demandaría al 
gobierno federal por no control ar las fronteras de l país, aunque 
tuvo cuidado ele no culpar a los inmi grantes ilegales: "Es difí­
cil culpar a las personas que día tras día cruzan nuestras fronte­
ras. Vienen a buscar una vida mejor para e llas y sus familias . . . 
[pero] es a los que están en Was hington a quienes debemos con­
denar, quienes alientan al extranjero indocumentado a vio lar la 
ley recompensánclolo por habe r entrado de modo ilega l" 2 1 

Como resultado ele es ta neg ligenc ia federa l, señaló Wil son, 
dos terceras partes ele los niños nac idos en hospita les de Los 
Ángeles son hijos ele padres indocumentados y 14% de la pobla­
ción ele las cárceles de California son inmigrantes ilegales, su­
fi c ientes para llenar ocho pri siones estata les al máximo de su 
capacidad . Agregó que la fase reces iva de la economía de l es­
tado "causó la pérdida de una tercera parte ele los ingresos que 
antes recibía el gobierno es tatal y que la situación económica se 
había deteriorado porque e l es tado gastaba l 700 millones de 
dólares anuales para educar a es tudiantes que se sabe son inmi ­
grantes indocumentados" _22 

En suma, Wilson sostu vo que los contribu yentes ele Ca lifo rni a 
se ve n "obligados por las leyes federales a gastar más ele 3 000 
millones ele dólares para prestar servic ios a inmigrantes ilega­
les, c ifra que representa l 0% de l pres upuesto estatal" Y 

El gobernador describía otra cri sis, una ele carác te r es tatal: 
la de la inmigración ilegal. Exig ía que e l gobierno federal : a] con­
trolara las fronteras; b] terminara con e l atractivo que recompen­
sa a las personas que evaden la patrull a fronteri za (benefi c ián­
dolos con prestac iones soc iales), y e ] pagara la fac tura de la 
inmigración ilegal mientras no controlara las fronteras, pues los 
estados no tenían por qué absorber los costos de una políti ca fe­
dera l inefi ciente. 

20. Una muestra de la cobertura del tema por parte de los medi os son 
las siguientes publicac iones: Ron Hutcheson, " Lawsuiton Immigrants", 
Th e Tim es-Picayun e, 1 de febrero de 1994 , p . 2A; Robert Re inhold, " In 
California , New Discussion on Whether to Barthe Door", Th e Ne lV York 
Tim es , 3 de dic ie mbre de 199 1, p . A 1; Anth ony Lew is, "Warning: Hys­
teri a Ahead", Th e New York Times , 25 de octubre de 1993 , p . AS; Ri ch­
ard Es trada , " Restrictin g Birthright C itizenship", Th e Tim es- Picayun e , 
7 de septiembre de 1993 , p. 8 7; Alan C. M iller , " Data Sheds Heat , Little 
Li ght ,on Immigration Debate", Los Ange les Tim es, 2 1 de nov ie mbre de 
1993 , pp. A l -A26 ; Deborah Sontag, " Ana lys is of Illega llmmigrants 
Defies S tereotypes", Th e NelV York Tim es, 2 de septie mbre de 1993 . 

2 1. Pete Wil son , "Securing Our Nati o n 's Borde rs", Vira l Speeches 
of the Day, 15 de junio de 1994. 

22. /bid . 
23. /bid. 
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Demandar e l re mbo lso de su dine ro es un as unto ele justi c ia 
para los contribu yentes ele los es tados ya que, según Wilson , los 
de California han gastado más de 1 O 000 mi !Iones ele dó lares en 
educac ión , servic ios médicos y pri siones para los inmigrantes 
il ega les desde 1988. La Propuesta 187 , S.O.S. , fue la respuesta 
de Wilson a las penuri as económi cas del es tado que, a su juic io , 
habían empeorado por efecto ele los inmigrantes il ega les en e l 
presupues to es tatal. E l fund amento de la Propuesta 187 es que 
los inmigrantes il egales vienen a Estados Unidos,en espec ia l a 
Califo rnia, para aprovechar las prestac iones de los programas 
es tatal es y federales. Portanto,s i a los inmigrantes se les impi­
de e l acceso a esos beneficios dejarán ele internarse en e l país ele 
manera ilegal . Por o tra parte , se al entaría a los indocumentados 
que ya viven en Estados Unidos a abandonar e l pa ís porque ya 
no podrían seguir aprovechando dichos servic ios sin dar al go a 
cambio . 

E l 8 ele nov iembre ele 1994 los votantes de California ree li ­
g ieron al gobernador Pe te Wilson y también aprobaron la Pro­
pues ta 187 .2.¡ Ésta , s in embargo, al día siguiente fu e objeto de 
litig io en los tribuna les, ante las demandas ele di ve rsas o rgani ­
zac iones soc iales y poi íticas. De ponerse en práctica , la Propuesta 
crea ría un s iste ma gube rn amental para veri fica r la s itu ac ión 
jurídica de todas las pe rsonas que solicitan los se rvicios públi­
cos de educac ión , sa lud , etc. Uno ele los requi s itos princ ipales 
ele la Propues ta es que ninguna persona -ciudadano, inmigran­
te legal o inmigrante il ega l- " reciba servicios públicos a los que 
podría tene r derecho hasta haber verificado su situación jurí­
dica"25 

La Propuesta 187 también prohíbe a los ex tranje ros il ega les 
e l acceso a los sistemas de educac ión pública - desde preesco­
lar has ta uni versitaria- y ex ige a las instituc iones ele enseñanza 
veri f icar la situac ión jurídica de los alumnos y sus pad res. Por 
otra parte, la Propues ta pide a los pres tadores ele servic ios pú­
blicos de sa lud - no de urgenc ia-que para solic itar e l rembolso 
correspondiente al es tado de Ca lifornia han ele haber compro­
bado la situación jurídica ele quienes acuden a so li c itar esos ser­
vicios . 

Aunque las personas que so li c itan los servic ios de urgenc ia 
también deben es tab lece r su s ituac ión jurídica , la 187 es tipula 
con cla ricl acl que todas las pe rsonas - inc luso los inmigrantes 
il ega les- deben rec ibir ese tipo de atenc ión . 

La Propues ta 187 ex ige que todas las pe rsonas que so lic i­
tan ay uda económica y o tras prestac iones establezcan su situa­
c ión jurídica antes ele rec ibirl as, y que todos los pres tadores de 
servic ios denunc ien a los ex tranje ros ilega les ante e l procura­
dor general de Califo rni a y e l INS . Esto s ignifi ca que los fun­
c ionarios que dete rminan si una pe rsona tiene de recho a rec i­
bir pres tac iones públicas deben denunciar a las pe rsonas que 
solic iten los se rvic ios de educación o ele cualquie r o tra índo le 
si sospechan que se trata ele inmigrantes indocume ntados. Las 
policías estata l y munic ipal también deben dete rminar la s itua­
c ión jurídica el e los arres tados y denunciar a los ex tranje ros 

24. Los Angeles Times, 9 de no vie mbre de 1994, p . A 1 . 
25. Philip Ma rtín , " Propos iti o n 187 in Ca li fo rni a' ' , ln rerna riona l 

Migrat ion Re Pie ll ' , núm . 29, primave ra de 1995 ,y Los Angeles Tim es, 
1 de nov ie mbre de 1994 , p . A8 . 
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indocumentados al TNS o al procurador gene ral de California. 
La propuesta considera de lito es tatal hacer, di s tribuir o utili ­
zar documentas falsos para obtener prestaciones públicas o em­
pleo ocultando la situac ión legal; estas acciones se castigan con 
multa y cárcel. 

De acuerdo con sus opositores , algunos puntos que alimen­
taron e l debate en torno de la Propues ta 187 son los siguientes: 
a] la Propuesta usurpa la autoridad federal con respecto a la in­
migrac ión porque "es tá prohibido que los estados establezcan 
re laciones ex teriores", ya que la inmigración es un "derivado" 
de la política exterior; b] se viola e l derecho constitucional a la 
privacía por la orden de que la policía interrogue a las personas 
que detiene; la " naturaleza intrusiva" de tal interrogatorio tam­
bién crearía " mayores probabilidades de acoso" contra otros 
g rupos ajenos a los inmigrantes que son objeto de discrimina­
ción; e] las autoridades que hacen cumplir la ley ,como el alguacil 
y el comisionado del Departamento de Policía de Los Ángeles, 
se oponen a la inic iativa debido a las notables cargas de trabajo 
adicionales que entrañaría y consideran que responsabilizarlos 
de dete rminar la situación jurídica de los detenidos los conver­
tiría cas i en oficiales de inmigración ; d] los requi s itos para re­
c ibir servic ios de salud , prestaciones soc iales y programas de 
educac ión pueden violar las direc trices de Estados Unidos y 
poner en peligro el financ iamiento federal , y e] el hecho de que 
los trabajadores sociales denuncien a los inmigrantes ilega les 
ante las autoridades de inmigrac ión entra en conflicto con los 
reglamentos federales que protegen la confidencialidad del pa­
c iente en los programas médicos. 

El procurador genera l de California , Lungres, señaló que no 
perseguiría a quienes no denunc iaran a los inmigrantes ilega les, 
porque " no hay nada [en la ini c iativa] que indique que se em­
prenderá acción penal contra quienes envíen listas incorrectas" .26 

Los funcionarios es tatales deben aún responder muchas de las 
interrogantes en torno de la observación de la Propues ta 187 . La 
ambigüedad jurídica haría muy difícil su aplicación ; por ejem­
plo, en los casos de familia s que incluyan ciudadanos es tado­
unidenses, inmigrantes legales e inmi grantes ilegales, ¿quién 
rec ibe qué servicios?27 ¿cómo deben proceder las autoridades 
en es te caso? 

StTUACIÓN ACTUAL DE LA PROPUESTA 187 

En una audienc ia ce lebrada en la Corte Federal de Los Án­
ge les e l14 de diciembre de 1994, la juez Pfaelze r concedió 
una prohibic ión judic ial contra las secc iones cuatro (pre­

sentac ión de informes sobre la aplicación de la ley), c inco (ser­
vicios soc iales), seis (cuidado de la sa lud), siete (educación pri­
maria y secundaria ) y nueve (informe del procurador gene ra l al 
INS). E l mandato señala que ninguna de esas secc iones puede 
ponerse en práctica mientras no se emita un fallo definiti vo para 
esos casos . 

De ac uerdo con las órdenes de las cortes es tatales y federa­
les , nadie puede aplicar ninguna secc ión de la Propuesta 187 re-

26. Los Angeles Times . 1 de noviembre de 1994, p. A8. 
27 . Philip Martin , o p. e ir .. p. 262. 

inmigración ilegal 

lac ionada con la educac ión primaria, secundari a y superior, ser­
vicios soc ia les, cuidado de la sa lud o informes a l INS. En 
California están en vigor só lo las secc iones que es tablecen que 
es delito fabricar, di stribuir o usa r documentos falsos para ob­
tener empleo o pres tac iones sociales.28 

Las acciones contra los inmigrantes il ega les, como la Pro­
pues ta 187 y las operaciones Guardián ,en San Diego, Hold-the­
Line, en El Paso y, más recientemente , SouthPAW (Protect 
American Workers), pues ta en práctica en junio y septiembre 
de 1995 en Alabama , Arkansas , Florida, Georgia , Mississippi 
y Tennessee, di e ron lu ga r a la deportación de más de 4 000 
inmigrantes ilega les procedentes de 45 países. De ac uerdo con 
e l INS , la operación SouthPAW ha redirig ido 55 .8 millones de 
dólares en salarios brutos y más de 2 400 empleos a los traba­
jadores legales . EnA iabama y Georgia diez patrones fueron em­
plazados por violar las leyes de contratación de inmigrantes y 
se les impuso una multa. Otras operaciones importantes de l INS 
en di versos estados son la Gulf Sweep (11 2 arrestos enjulio de 
1995) , la CEN-TEX (204 arres tos), la July Jobs (757 arrestos en 
julio de 1994 en Houston ) y la Jobs (1 314 arres tos de octubre 
de 1994 a agosto de 1995 en Dalias) .29 Sin embargo, estos es­
fuerzos no parecen detener a los inmigrantes procedentes de 
México. Los que ti enen ex peri enc ia en entrar a Estados Unidos 
y los que llegan por primera vez parecen estar consc ientes de 
los riesgos y conocer las formas para cruzar la frontera y encon­
trar trabajo. Aun los que han sido aprehendidos y deportados a 
México permanecen en la frontera esperando intentarse de nue­
va cuenta.30 

Es todav ía mu y prematuro eva luar de manera conclu yente el 
éx ito de los c itados programas para detener la inmigración ile­
gal. Las décadas de leg islación de ca rácte r simbólico, y la re­
nuencia del gob ierno a reconocer que los ingresos de algunos 
sec tores económicos de varios estados dependen ele los traba­
jadores indocumentados, desa fían las políticas que intentan fre­
nar la afluencia de esa mano de obra . 

Si bien algunos po líticos consideran la inmigrac ión ilegal una 
amenaza nacional para Estados U nidos, es muy probable que los 
patrones que contratan trabajadores indocumentados se preocu­
pen más por sus intereses que por los "valores nac iona les". Esta 
contradicc ión se expresa, por una parte ,en las políticas que res­
tringen la inmi grac ión y e n los mov imi entos políti cos anti ­
inmigrantes y, por la otra, en la ex istenc ia de un mercado labo­
ral que depende de la mano de obra indocumentada (la agricultura 
de Ca lifo rni a y Florida , por c itar un ejemplo). Es difícil soste­
ne r e l argumento paradój ico de que la inmigrac ión il ega l cons­
titu ye una fuente va liosa de fuerza de trabajo para los agricul­
tores de mu chas reg iones de Es tados Unidos y que a l tiempo 
representa una amenaza nac ional. Q 

28. Mex ican American Lega l Defense and Educational Fund (MAL­
DEF) , Memorand11111. 11 de sept iembre de 1995, p. 5. 

29 . Sandra Sánchez . "Ji lega l Jmmigrant Raids'' . USA TODA Y, 29 de 
septiembre y 1 de oc tubre de 1995 , pp . A 1 y A4. respectivamente. 

30 . Wayne A. Cornelius, ''Tlacu itapa y la Propuesta 187 : los mi ­
grantes vo tan en co nt ra: cam inando", Nexos, pp. 17-20: Felipe Cua­
mea. lllegallmmigranrs Barder Sun·er. Tin ker Fo un dati on and Me­
xico ' s Policy Program. vera no de 1995. 


